                                                                                                                                                                                          24                                          RECURSO DE REVISIÓN  349/2017-1

RECURSO DE REVISIÓN  349/2017-1

COMISIONADO PONENTE: 

MTRO. ALEJANDRO LAFUENTE TORRES

PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO

MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

INSTITUTO DE DESARROLLO HUMANO Y SOCIAL DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDIGENAS DEL ESTADO y otra autoridad


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 21 veintiuno de agosto de 2017 dos mil diecisiete. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00328917 cero, cero, trescientos veintiocho mil novecientos diecisiete, el 6 seis de junio de 2017 dos mil diecisiete el INSTITUTO DE DESARROLLO HUMANO Y SOCIAL DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDIGENAS DEL ESTADO recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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SISTEMA INFOMEX

Tipo de Captura Electrénica
Tipo de Solicitud Informacién Plblica
Dependencia que recibe la solicitud Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos Indigenas

Descripcion de la solicitud de informacion  [EVIDENCIA DE QUE EL TITULAR DEL AREA JURIDICA HA REVISADO A
T— DURIDICAMENTE LOS CONTRATOS DE ALMA CERVANTES.

QUE ACCIONES HA REALIZADO EL TITULAR DEL AREA JURIDICA ALESTAR VY
Archivo adjunto de la solicitud (No hay archivo adjunto)

Regresar al reporte





EVIDENCIA DE QUE EL TITULAR DEL AREA JURIDICA HA REVISADO JURIDICAMENTE LOS CONTRATOS DE ALMA CERVANTES.

 QUE ACCIONES HA REALIZADO EL TITULAR DEL AREA JURIDICA AL ESTAR FUERA DE LA NORMA INCLUYENDO LAS INDICACIONES DE AUSTERIDAD DEL GOBERNADOR DEL ESTADO Y EN SU CASO LOS EXHORTOS QUE HAYA REALIZADO AL TITULAR DEL AREA ADMINISTRATIVA Y DEL TITULAR DEL INDEPI AL DETECTAR QUE LOS CONTRATOS Y MONTOS QUE SE PAGAN A ALMA CERVANTES ESTAN FUERA DE LA NORMA.

INICIO DE PROCEDIMIENTOS QUE HAYA REALIZADO EL TITULAR DEL AREA JURIDICO AL TITULAR ADMINISTRATIVO POR NO CUMPLIR CON LAS NORMAS  Y AUSTERIDAD EN RELACION A ALMA CERVANTES.

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 21 veintiuno de junio de 2017 dos mil diecisiete el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta, misma que es como sigue
:
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En atencién a la solicitud de informacién, me permito hacer de su conocimiento que la misma se encuentra disponible en medios
electrénicos, por lo que puede consultarla en este sistema. NOTA: La informacién puede venir en archivo adjunto, favor de
verificarla. Gracias por ejercer su derecho a la informacion

Descripcion de la respuesta terminal

Archivo adjunto de respuesta terminal
Capacidad Max. 30MB

[OFICIO No. INDEPI/UIP/117/2017
21 DE JUNIO DE 2017

A
v

.003289 17.pdf

Regresar al reporte





OFICIO No. INDEPI/UIP/117/2017

21 DE JUNIO DE 2017

C. …

P R E S E N T E.-

En respuesta a su solicitud vía INFOMEX con el Folio No. 00328917, presentada el día 06 de Junio de 2017, y recibida por el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado (INDEPI), después de realizar las gestiones correspondientes dentro de este instituto le informo los siguiente:

SE ENVIA ANEXO DOCUMENTO CON LA RESPUESTA PROPORCIONADA POR EL AREA RESPONSABLE.

Sin otro particular por el momento, y esperando dar cumplimiento a su solicitud de información, quedo de Usted.  

A T E N T A M E N T E 

OSCAR ALBERTO PEREZ MARTEL

TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA DEL INSTITUTO DE DESARROLLO HUMANO Y SOCIAL DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDIGENAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“2017, Un Siglo de las Constituciones”

C.c.p Archivo / Minutario.

OAPM/RDAP
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PRESENTE-

En respuesta a su solicitud via INFOMEX con el Folio No. 00328917, presentada el ia O de
lunic de 2017, y recibida por el Instituto de Desarrolio Humano y Sockl de los Pueblos y
Comunidades indlgenas del Estado (INDEPI), después de realizar las gestiones correspondientes
dentro de este insituto le inform los siguiente:

SE ENVIA ANEXO DOCUMENTO CON LA RESPUESTA PROPORCIONADA POR EL AREA
RESPONSABLE.

Sin otro particular por el momento, y esperando dar cumplimiento a su solictud de
informacidn, quedo de Usted.

ATENTAMENTE

)

ORMACION FUBL/EA-BELINSTITUTO DE DESARROLLO HUMANO Y
INDIGENAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOS(

TITULAR DE LA UNIDAD DI
'SOCIAL DE LOS PUEBLOS Y COMUNI

2017, Un Siglo de las Constituciones”
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MEMORANDUN ADJ-109/2017
2017, Un siglo de las Constiuciones'
San Luis Potosi, S L.P.,a 14 de junio de 2017.

OSCAR ALBERTO PEREZ MARTELL
“TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA
PRESENTE:

Con relacion a su MEMORANDUM N INDEFUUIP/S7/2017, me permito dar cortestacion a
Ia salicitud de informacion con nimero de folio 00328917 de la Prataforma Nacional de
Transparenci, en la cual el particular requiere 3 i letra o siguients:

1. EVIDENCIA DE QUE EL TITULAR DEL AREA JURIDIGA HA REVISADO
JURIDICAMENTE LOS CONTRATOS DE ALMA CERVANTES

£l suscrto, &n apego a ko establecido en sus articulos 24 raccion | de a Ley para ef Instituto
e Desamollo Humana y Socialde los Pueblos y Comunidades Indigenas, asi coro e 25
fraccion | y IV de su Ley Reglamsntaria, llevo a cabo Ia revisién del contrto de ALMA
CERVANTES, los citados articulos sefialan (o sigulente:

ARTICULO 24, Son atribucionss dei responsable del érea de desarrollo
Juridico:

. Dar atencion y sequimiento ds las rasponsabildades del Insttuto en el
marco juridico vigente,

ARTICULO 25. Acemds de las sefialadas en fa Ley, comssponds al Area de.
Dasarmolio Juricico las siguientes atnbuciones:

1. ~Asesorar en materia juridica al Dirsctor Gerieral del Insituto, &si como &
Ias aroas operativas para la atencion, ramite y resolucion ds los asuntos de
su competencia;

1V.- Revisar los converios, acuerdos y doms Insirumentos uridicos en los
que particios el Insttuto;

Porlo que respecta s a evidencia, me pemnito nformarle, que de acuerdo  las atribuciones.
e acabo de sefaiar, os contratos son generados por ssta area a mi cargo, 2 patcion de
Ia subdireccisn administrativa, con fa Informacien correspondiente.

2. QUE AGCIONES HA REALIZADO EL TITULAR DEL AREA JURIDICA AL
ESTAR FUERA DE LA NORMA INGLUYENDO LAS INDICACIONES DE
AUSTERIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO Y EN SU CASO LOS




[image: image5.png]EXHORTOS QUE HAYA REALIZADO AL TITULAR DEL AREA
ADMINISTRATIVA ¥ DEL TITULAR DEL INDEPI AL DETECTAR QUE LOS
CONTRATOS Y MONTOS QUE SE PAGAN A ALMA CERVANTES ESTAN
FUERA DE LA NORMA.

Por el sefialamiento qus realiza, en cuanto a que el contrato de ALMA CERVANTES esta
fuera de |2 noma y que acciones se han tomado en cuanto al Plan do austendad, Instuido
par el itular dai Poder Ejecutivo, me permito sefilarle que, si bien he clero debe de realizar
larevsion de Ios convenios, acuerdos y demas Instrumentos que parlcipe ¢! Insitto, esto
se refiere conforme al marco juridico que rige dicho insirumento.

En cuanio a lo que respecta a que sl contrato de ALMA CERVANTES este fuera de fa
noma por les montos que se pagan. es preciso mencionar que la planeacion,
‘administracion y cantrol de fos recursos econémicos con Ios que cuenta este Instiuto, no
son abibuciones de esta drea a mi carge.

Anexo sl pressne el Oficio Memorandum ADJ-043/2016, donde se Informan diferentos
scciones que se debe tomar y considerar para Ja asignacion de susldos, para as personas
ue se encuentren por al régimen de contratacion de honorarios asimiables y servicios
profesionales.

3. INICIO DE PROCEDIMIENTOS QUE HAYA REALIZADO EL TITULAR DEL
AREA JURIDICO AL TITULAR ADMINISTRATIVO POR NO CUMPLIR CON
LAS NORMAS Y AUSTERIDAD EN RELACION A ALMA CERVANTES.

Esta drea a mi cargo, no ha Iniciado procedimientos en contra del tHuiar del drea
administrativa, en virud de que el Plan de austeridad s6 anuncid en el mes de enero de
2017 y 12 G. ALMA CERVANTES cuenta con un contrato desie el mes de octubre cel aflo
2016. Ademas que ia facultad para el inicio e procedinentos del orden adminisirativo,
cormesponde a la Coniraloria General del Estado, de acuerdo a lo mencionado en el OFICIO
No. GGE-DT-0020/DGAOP-5-001-2017, signado por el Contralor Gabriel Rosilo Iglesizs.

in més por el momento, y agradeciendo de antemano las atenciones que brinde a la
presente solciud, aprovecho fa ocasidy para em cordial saludo,

Gop Mnutarifarchivo
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MEMORANDUM ADJ-043/2016
San Luis Potos!, S.L.P.,a 27 de diciembre de 2016,

RAUL DE JESUS GONZALEZ VEGA
DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO
PRESENTE:

Por medio de este conducto, conforme a las funciones conferidas en el articulo 24
fracciones | y IV de Ia Ley para ol Instituto de Desarrollo Humano y Social de los
Pueblos y Comunidades Indigenas el Estado y articulo 25 fracciones | y IV de su
Reglamento Interno, me permito hacerle la siguiente recomendacicn:

« Debido al termino de afio, he analizado el diverso personal que se encuentra
laborando por contrato de honorarios asimilables y senvicios profesionales,
pude notar que el sueldo que perciven, no son proporcionales entre i, por 1o
que se debe tomar en cuenta las funciones que realizan para que se
considere a la hora de poder asignar Un presupuesto para nominz, esto con
Ia finalided de apegarse a la nomatividad vigente y que no se vaya a crear
algin tipo de conflicto entro os trabajadres,

Sin mas por el momento y en esps
consideracion y respeto.

respuesta favorable, le reitero mi

56p. Serglo Hram Orea Acracs, Subdirecr Admipisatie,
cep. MnaroiARvo

27 DL, 206 ©“

RECIBIDC

Bt ecion GENERAL




TERCERO. Interposición del recurso. El 22 veintidós de junio de 2017 dos mil diecisiete, mediante registro RR00017317 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el  solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, mismo que al día hábil siguiente quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 27 veintisiete de junio de 2017 dos mil diecisiete la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia del MTRO. Alejandro Lafuente Torres por lo que se le mandó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 29 veintinueve de junio de 2017 dos mil diecisiete el Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-349/2017-1 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al INSTITUTO DE DESARROLLO HUMANO Y SOCIAL DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDIGENAS DEL ESTADO –en adelante INDEPI– a través de su TITULAR y de su TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto el ponente expresó que el sujeto obligado por conducto del servidor público que compareciera debería acreditar su personalidad con el apercibimiento que, en caso de no hacerlo, sus manifestaciones no podrían ser tomadas en cuenta al momento de emitir la resolución correspondiente. 

Por otra parte, el ponente hizo saber a las partes que, una vez que fuera decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

Además, apercibió a los sujetos obligados que en caso de ser omiso en manifestar lo que a su derecho convenga se aplicarían su contra la medida de apremio prevista en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia.

Por último, hizo saber al recurrente que tenía expedito su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales.

SEXTO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 14 catorce de julio 2017 dos mil diecisiete el ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio INDEPI/UIP/140/2017, firmado por el TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA del sujeto obligado.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma sus alegaciones.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por señalado domicilio y personas para oír y recibir notificaciones.


Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

Para concluir, el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta a ésta es precisamente a aquél quien le pudiera deparar perjuicio.
CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 21 veintiuno de junio de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Así, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 22 veintidós de junio al 12 doce de julio. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 24 veinticuatro y 25 veinticinco de junio y los días 1 uno, 2 dos, 8 ocho y 9 nueve de julio.

· Consecuentemente si el 23 veintitrés de junio de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   

QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados  atribuidos a los sujetos obligados en virtud de que así lo reconocieron en su informe.

Lo mismo sucede para el TITULAR del sujeto obligado en virtud de que, a pesar de que fue omiso en rendir el informe que le fue solicitado, así se desprende de autos ya que en la especie por tratarse de una solicitud de acceso a la información pública, ésta fue dirigida al INDEPI.


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada.


En el caso, el Subdirector del Área de Desarrollo Jurídico Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado en su informe alegó que se actualizaba los artículos 179, fracción VI, 180, en sus fracciones III y IV, de la Ley de Transparencia, mismos que establecen:

ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando:

[…]

VI. Se impugne la veracidad de la información proporcionada;

ARTÍCULO 180. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:
[…]

III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia, o
IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos del presente Capítulo.

En el caso, el sujeto obligado no justificó el porqué de acuerdo a él, se actualizaba alguno de los supuestos que citó tanto de la improcedencia y el sobreseimiento, en virtud de que por regla general no basta la sola invocación de alguna de las fracciones de los citados artículos de la Ley de Transparencia para que esta Comisión de Transparencia estudie la improcedencia del recurso de revisión que plantee el sujeto obligado.


Lo anterior, tampoco es absoluto, pues cuando las cuales de improcedencia o sobreseimiento sean de obvia y objetiva constatación, es decir, que para su análisis sólo se requiera la simple verificación de que el caso se ajusta a la prescripción contenida en la norma, deberá analizarse aun sin el razonamiento que suele exigirse para justificar la petición, toda vez que en este supuesto bastará con que este órgano colegiado revise si se trata de alguno de los actos contra los cuales se sobresea el recurso, o bien si se está en los supuestos en los que conforme a ese precepto éste es improcedente, debido a la inexistencia de una pluralidad de significados jurídicos de la norma que pudiera dar lugar a diversas alternativas de interpretación. 

En el caso, si el sujeto obligado hace valer una causal de improcedencia del recurso de revisión y sólo con la cita de la disposición o disposiciones que estima aplicable, sin aducir argumento alguno en justificación de su aserto, no obstante que para su ponderación se requiera del desarrollo de mayores razonamientos, esta Comisión de Transparencia está impedida para analizar dichas causales, ante la variedad de posibles interpretaciones de la disposición legal invocada a la que se apeló para fundar la declaración de improcedencia del recurso.


Por tanto, si esta Comisión de Transparencia no advierte de oficio las causales de improcedencia que lleven, en un momento dado al sobreseimiento por ser un tanto obvias y objetivas, debe de entrar al fondo del asunto y, en caso de que sea el sujeto obligado quien las invoque, debe de explicar de una manera pormenorizada, el porqué, a su juicio, se actualizan dichas causales, esto es, debe de proporcionar a esta Comisión de Transparencia todos aquéllos argumentos por los cuales considera que el recurso debe de sobreseerse o es improcedente, para que esta Comisión de Transparencia analice si efectivamente se está en el supuesto aducido por la autoridad, pues no debe de perderse de vista que esos impedimentos son precisamente para no entrar a analizar el derecho humano de acceso a la información pública y, de ahí que deben de quedar probados de tal manera que no quede duda que se está en presencia de los mismos, lo que en el caso no aconteció, puesto que lo que alegó la autoridad se debe a cuestiones que tienen que ver con el fondo del asunto, empero no por la improcedencia o sobreseimiento del recurso.

Por lo tanto, al no haber otra causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.
SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  


7.1. Agravios. El recurrente expresó como agravios:

a) Que respecto al punto uno  no le agregaron la información que solicitó y que era la evidencia de que esa área revisó los contratos e incluso que el sujeto obligado acepta que los revisa de acuerdo a sus atribuciones.

b) Que de las atribuciones se observaba que era dar atención y seguimiento a las responsabilidades legales, además de dar asesoría jurídica a las áreas operativas.

c) Que en cuanto al punto dos se le dijo que sólo revisaba que los contratos estuvieran dentro de la norma jurídica, no así los montos, pero que sus atribuciones era asesorar en materia jurídica a las áreas y que los manuales, reglamentos, leyes y tabuladores son normas y que aunque éstas fueran administrativas el sujeto obligado debía advertir que los montos y funciones no estaban dentro de la organización que tiene el Instituto y que no se apegan a la norma, por lo que el decir, que no genera esa información, ya que sólo revisa la norma del contrato y, de acuerdo a su atribución debería de generar observaciones cuando un área estaba fuera de la norma.
d) Que respecto al punto tres, la norma le establece que debe de asesorar, dar atención y seguimiento, tanto a la dirección como a las demás áreas en materia jurídica por lo que debía de generar documentos de observación, aviso o cualquier otra cosa que advirtiera que estaba dentro de la norma o del organigrama o que su sueldo era demasiado, puesto que también le aplicaba la ley de responsabilidades y que estaba obligado a advertir de las inconsistencias que salieran.
e) Que sólo pedía documentos que debía de generar de acuerdo a sus atribuciones. 

7.1.1. Agravio inoperante.
Es el identificados como b) en virtud de que una simple lectura de los mismos se advierte que el recurrente se inconforma por el cumplimiento de atribuciones del servidor público, es decir, que el sujeto obligado no cumplió, de acuerdo al recurrente, con la normatividad que rige el actuar de éste y, dichas manifestaciones, en el caso, nada tienen que ver en cuanto al fondo de la respuesta. 
7.1.2. Agravios infundados.

Es el identificado como inciso c), porque, contrario a lo que manifiesta el recurrente, en la especie el sujeto obligado si le entregó la información.

En efecto, el solicitante pidió:

QUE ACCIONES HA REALIZADO EL TITULAR DEL AREA JURIDICA AL ESTAR FUERA DE LA NORMA INCLUYENDO LAS INDICACIONES DE AUSTERIDAD DEL GOBERNADOR DEL ESTADO Y EN SU CASO LOS EXHORTOS QUE HAYA REALIZADO AL TITULAR DEL AREA ADMINISTRATIVA Y DEL TITULAR DEL INDEPI AL DETECTAR QUE LOS CONTRATOS Y MONTOS QUE SE PAGAN A ALMA CERVANTES ESTAN FUERA DE LA NORMA.

Y en la respuesta, el sujeto obligado le adjuntó, como quedó visto en el resultando segundo y que obra a la foja 6 vuelta de autos, el memorándum ADJ-043/2016 que el Subdirector del área de Desarrollo Jurídico dirigió al Director General del INDEPI en donde aquél le hace a éste diversas manifestaciones y que tienen que ver precisamente con las atribuciones del primero, pero sobre todo porque la autoridad, en el caso permitió el acceso al documento en donde se contiene la información que el ahora recurrente pidió, de ahí que esté garantizado el derecho de acceso a la información, pues el recurrente ya accedió a la información.
También es infundado lo alegado en el inciso d), ya que en éste el solicitante pretendió acceder a información directa del servidor público, ya que pidió:

INICIO DE PROCEDIMIENTOS QUE HAYA REALIZADO EL TITULAR DEL AREA JURIDICO AL TITULAR ADMINISTRATIVO POR NO CUMPLIR CON LAS NORMAS  Y AUSTERIDAD EN RELACION A ALMA CERVANTES.

Es decir, que fue explicito en el sentido de que, el ahora recurrente pidió información directamente relacionada con el servidor público, en el caso, con el área jurídica en el sentido de que si él, había iniciado procedimientos al titular del área administrativo y, aquél respondió lo siguiente:
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administrativa. en virtud de gue el FPlan de austeridad se anuncl® en el mes de enerc de
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Esto es, que el solicitante al pretender acceder a información directamente generada, de acuerdo a él, con el área jurídica, fue éste quien le respondió implícitamente que no tenía facultades para ello.


Respuesta que es acertada, de acuerdo a los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia que refieren que:
ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.
ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.
En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.
ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Esto es, que si la información que le fue solicitada deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, se presume que la misma debe de existir o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Lo anterior es para no dejar a duda alguna si la información que le es solicitada la debe de poseer o no.

A su vez, tanto el artículo 24 de la Ley para el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, como el artículo 25 del reglamento interno del INDEPI mencionan que:

ARTICULO 24. Son atribuciones del responsable del área de desarrollo jurídico: 
I. Dar atención y seguimiento de las responsabilidades del Instituto en el marco jurídico vigente; 
II. Dar asesoría y atención legal a la ciudadanía o comunidad de cualquier grupo étnico que así lo requiera; 
III. Difundir a la población indígena, como a autoridades y población civil en general, la legislación existente en materia de derechos y cultura indígena en el Estado, y 
IV. Desempeñar las demás funciones que establezca el Reglamento Interno del Instituto. 
ARTÍCULO 25. Además de las señaladas en la Ley, corresponde al Área de Desarrollo Jurídico las siguientes atribuciones:

I.- Asesorar en materia jurídica al Director General del Instituto, así como a las áreas operativas para la atención, trámite y resolución de los asuntos de su competencia;

II.- Elaborar y proponer al Director General los informes previos y justificados que deba rendir en los juicios de amparo, así como los escritos de contestación de demandas, de presentación de denuncias o querellas, así como los recursos y medios de defensa correspondientes;

III.- Solicitar al Área de Planeación, Investigación y Documentación, los estudios de campo de las comunidades indígenas que soliciten su inscripción en el Registro de Comunidades Indígenas en el Estado y de ser procedente, tramitar su inscripción y constancia de acreditación como comunidad indígena;

IV.- Revisar los convenios, acuerdos y demás instrumentos jurídicos en los que participe el Instituto;

V.- Capacitar a las comunidades, dependencias, municipios e instituciones sobre legislación y derechos indígenas;

VI.- Proponer al Director General la elaboración de reformas y anteproyectos de leyes y reglamentos que sean competencia del Instituto;

VII.- Proporcionar asesoría legal en materia de pueblos indígenas, cuando así lo soliciten los pueblos y comunidades indígenas, autoridades municipales y estatales;

VIII.- Recopilar la información documental relativa a leyes, reglamentos y otras disposiciones legales que constituyan el marco jurídico y normativo del Instituto, y

IX.- Las demás que le sean encomendadas por el Director General.
De esas atribuciones no se advierte que dicha área deba de generar la información que el recurrente solicitó, ello porque como se ha visto, el solicitante pidió acceder específicamente a información, que de acuerdo a él debía de tener el Subdirector del área de Desarrollo Jurídico, empero ha quedado demostrado que en términos de los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia no debe de poseer y, por ello el agravio es infundado. 
7.1.3. Agravios fundados.

Son fundados los agravios expresados en los incisos a) y e).

En efecto, para mejor entendimiento de esta resolución, recordemos qué fue lo que el solicitante pidió, apartado por apartado y que fue:

Por lo que toca a la primera parte de la solicitud:

EVIDENCIA DE QUE EL TITULAR DEL AREA JURIDICA HA REVISADO JURIDICAMENTE LOS CONTRATOS DE ALMA CERVANTES
Y, en la respuesta sobre se apartado el sujeto obligado expresó:

[image: image8.png]Porlo que respecta a la evidencia, me permito informarte, que de acuerdo a ias atribuciones
que acabo de sefialar, los contratos son generados por esta area a mi cargoe. a peticion de
la subdireccion administrativa, con Is informacién correspondiente.




Así, está claro que esa es precisamente la información a la cual se pretendía acceder, esto es, a pesar de que como el sujeto obligado lo reconoció en el sentido de que los contratos eran generados por esa área, a lo que pretendió acceder el ahora recurrente fue a la documentación en donde conste que hizo esa generación de documentos –y no a los contratos en sí–, o sea, a cualquier documento que haya generado –llámese oficio, memorándum o cualquiera que sea su denominación– en donde conste que hizo entrega de los contratos al área que solicitó su elaboración, en el caso, como el propio sujeto obligado lo dijo, la subdirección administrativa.

Por lo anterior, está demostrado que, fue el propio sujeto obligado quien reconoció que la elaboración del contrato de que se trata, fue a petición de la subdirección administrativa y, por ende, al haber una petición, luego, el Subdirector del área de Desarrollo Jurídico, debió de contestar o bien, entregar los contratos mediante un documento –cualquiera que sea su denominación– a dicha  subdirección administrativa en donde constara precisamente que hizo la entrega de lo que le fue solicitado.
Por ello, de conformidad con el primer párrafo del artículo 60
 de la Ley de Transparencia, la autoridad debió de atender el principio de máxima publicidad que consiste, entre otras cosas, de facilitar el acceso a la información, en el caso, desentrañar el verdadero sentido de a qué información el solicitante pretendía allegarse, que en el caso era a los documentos ya referidos, por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante. 


7.2. Modalidad de entrega.


Sobre este tópico los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.

ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 

[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…

ARTÍCULO 155. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega.

En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Por eso, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega ya que de no ser así, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Y que por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.


De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. 


En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y, si éste presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.


Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado.


Por ende, si la solicitud de acceso a la información pública la recurrente la presentó ante el sujeto obligado mediante la Plataforma Nacional de Transparencia, resulta claro que el sujeto obligado debe de dar preferencia en proporcionar el documento por esa vía de conformidad con el criterio citado.


Además, de que sólo en caso de que la autoridad no tenga la información en la modalidad solicitada, entonces debe pronunciarse sobre la imposición del artículo 165
, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia, que le impone la obligación de que, en caso de no poder entregar la información en la modalidad solicitada, entonces debe de expresar en su respuesta que la información va a ser entregada, sin costo –cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples, esto es, las primeras veinte hojas era de forma gratuita, ello para garantizar el acceso a la información en cuanto al principio de gratuidad– siempre y cuando no contenga datos confidenciales.

Por esa razón como regla debe de entregar la información en la modalidad en que fue solicitada y, como excepción en el estado en que se encuentre, de forma gratuita las primeras veinte fojas con la condicionante de que no contenga datos confidenciales, por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.


Por último, en caso de que el sujeto obligado deba de elaborar la versión pública de los documentos y, para ello deba de tener un costo para el solicitante, entonces, debe de proporcionar todos aquéllos elementos tales como:


a) Los costos de reproducción.


b) Los costos de envío.


c) La cuenta bancaria en donde puede realizar dichos pagos.


d) De cuántas fojas constan los documentos.


e) En la medida de lo posible, los tiempos de reproducción –una vez que 
ha realizado el pago de la reproducción– y los tiempos de entrega.


f) Preguntar al solicitante mediante el correo electrónico que éste 
proporcionó para oír y recibir notificaciones, en dónde reside, para en 
caso de que no fuese de esta capital, entidad federativa o incluso país, 
proporcionarle los gastos de envío para la obtención de la información. 


g) Así como todos aquéllos elementos y circunstancias en el que 
solicitante pudiese tener para poder acceder a la información.


7.3. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado los agravios que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los sujetos obligados y, por lo tanto los conmina a que emita otra respuesta en la que permita el acceso a la información sobre:
· EVIDENCIA DE QUE EL TITULAR DEL AREA JURIDICA HA REVISADO JURIDICAMENTE LOS CONTRATOS DE ALMA CERVANTES
Lo anterior de acuerdo a lo que se dijo en el apartado 7.1.3.


7.4. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.


7.4.1. En caso de que, el sujeto obligado no puede entregar la información ordenada en la modalidad electrónica, entonces deberá:

a.  Fundar y motivar el porqué no la pone a disposición del solicitante la información que éste solicitó en la modalidad pedida.

b.  Explicar si hay o no, alguna disposición que obligue a la autoridad a conserva en sus archivos de manera electrónica la información.

c. Exponer las razones del porqué, aún cuando la tenga de manera física no le puede enviar la información de manera electrónica, esto es, justificar su imposibilidad de enviarla por ese medio.

d. Expresar que hará entrega de la información de manera gratuita sobre la reproducción de las primeras veinte fojas –siempre y cuando no contenga datos confidenciales–.

e. Establecer más opciones –fuera de la consulta física de manera directa– del cómo puede el solicitante acceder a la información, esto es, cualquier otro medio e indicarle, en su caso:


e. 1) Los costos de reproducción sobre el excedente de las 
primeras veinte fojas que son gratuitas –con la excepción 
dicha–.


e.  2) Los costos de envío.


e. 3) La cuenta bancaria en donde puede realizar dichos 
pagos.


e.  4) De cuántas fojas constan los documentos.


e. 5) En la medida de lo posible, los tiempos de 
reproducción –una vez que ha realizado el pago de la 
reproducción– y los tiempos de entrega.

e. 6) Informarse con el solicitante y, a través del correo electrónico de éste, si reside en la capital, estado, país o en dónde reside, ello para facilitar la entrega de la información, previo pago, así como los costos de mensajería y paquetería.


e. 7) Así como todos aquéllos elementos y circunstancias 
en el que solicitante pudiese tener para poder acceder a la 
información.


7.4.2. Precisiones en caso de declaración de inexistencia de la información.

7.4.2.1. Que el Comité de Información analice el caso y tome las medidas necesarias para localizar la información.

7.4.2.2. En caso de no lograr lo anterior, el Comité de Información expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

7.4.2.3. El Comité de Información exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular quien tenía obligación de generar la información no ejerció dichas facultades, competencias o funciones.

7.4.2.4. El Comité de Información deberá de acreditar que hizo una búsqueda exhaustiva a sus áreas, direcciones, oficinas o servidor público en donde conste las manifestaciones de éstos y, se identifique además el nombre del servidor o servidores públicos.

7.4.2.5. La resolución de inexistencia de la información la notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.


 Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.


7.5. Plazo de diez días para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

7.6. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.7. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, se le impondrá las medidas de apremio previstas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  


Medios de impugnación.


Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el último de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
	        COMISIONADO PRESIDENTE

                   MTRO. ALEJANDRO 

                    LAFUENTE TORRES 
	              COMISIONADA 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ                                                                  PÉREZ DEL POZO



	COMISIONADA 

LIC. CLAUDIA ELIZABETH 

ÁVALOS CEDILLO  
	
	SECRETARIA DE PLENO

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 349/2017-1 QUE FUE INTERPUESTA EN CONTRA DEL INDEPI DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 21 VEINTIUNO DE AGOSTO DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.

L/OVD. 
� Visible en la foja 1 de autos. 


� Visible en la foja 1, 2, 5 frente y vuelta y 6 frente y vuelta de autos. 


� ARTÍCULO 60. En la formulación, producción, procesamiento, administración, archivo y resguardo de la información, debe atenderse al principio de la máxima publicidad, con el objeto de facilitar el acceso de cualquier persona a su conocimiento.


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.


� ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información; II. El costo de envío, en su caso, y III. El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda. --Tratándose de la reproducción en medios magnéticos, si el solicitante aporta el medio en el que será almacenada la información, la reproducción será totalmente gratuita.--Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes. --La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante.


Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado.





